LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DE LAS COMISIONES DE JUSTICIA Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y REGLAMENTOS

CON FECHA:   02/11/14

DECRETO:   19578

CONSTITUCION  POLITICA

DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS

DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE JALISCO:

Los suscritos Diputados, integrantes  de las Comisiones de Justicia y de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 28 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, sometemos a la consideración de la Asamblea, la siguiente Iniciativa de Decreto mediante la que se propone la reforma de los artículos 69 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, 78 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, así como deroga el artículo cuarto transitorio del decreto 19117, para lo cual señalamos la siguiente:

EXPOSICION  DE  MOTIVOS


En uso de la facultad conferida a los diputados para presentar iniciativas de Ley, Decreto o Acuerdo Económico que se establece en los artículos 28 fracción I, de la Constitución Política, así como los artículos 85, 86, 87 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, proponemos esta iniciativa.

I.-
Señalamos Que para efecto de su debida consideración, debemos referirnos a los antecedentes de la presente iniciativa, que a continuación se exponen:
 

1.-
En fecha 25 de Junio del 2001, el Congreso del Estado de Jalisco aprobó el Decreto 19117, mediante el cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política Local y de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, con el objeto de reformar la estructura orgánica del tribunal Electoral, así como diversas disposiciones relativas a los titulares de dicho Tribunal. Principalmente señalamos que en cuanto a la permanencia de los Magistrados en sus funciones se estableció el mismo periodo de cuatro años, con la posibilidad de ser reelectos pasado el periodo inmediato siguiente.
2.-
Una vez aprobado el decreto señalado, se presentaron dos acciones de inconstitucionalidad, ante la Suprema Corte de Justicia mismas que fueron identificadas con los números 30 y 31 del 2001.

3.-
En fecha 06 de febrero del 2002, se notificó al Congreso del Estado de Jalisco, la resolución a dichas acciones de inconstitucionalidad, destacando en los puntos resolutivos, que son parcialmente procedentes y fundadas las acciones promovidas, por lo que se declara la invalidez de los artículos 69 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, 78 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco y el artículo Cuarto Transitorio  del Decreto 19117.

II.-
En este sentido, resulta necesario hacer la reforma de los artículos mencionados, en cumplimiento de la sentencia señalada, es decir, apegándonos a la interpretación que la Suprema Corte de Justicia de la Nación realizó previo estudio del caso y atendiendo a los señalamientos de las partes que intervinieron en la reforma.
III.-
Debemos destacar especialmente que la reforma debe versar exclusivamente en cuanto a la obligación de restablecer la posibilidad de los Magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de Jalisco, a ser reelectos en el periodo inmediato siguiente al vencimiento de su gestión en el tribunal, y no una vez pasado un periodo como lo establecía el decreto impugnado.  Esto, de conformidad con lo señalado en Considerando Cuarto de la Sentencia, que a foja 270 y siguientes, señala textualmente, lo siguiente.

Como puede advertirse de la anterior relación de disposiciones del Estado de Jalisco, éste, en uso de su soberanía, determinó que el ejercicio del Poder Judicial de la entidad se deposita, entre otros, en el Tribunal Electoral. Por tanto, para el debido respeto del principio rector de independencia y autonomía del órgano jurisdiccional encargado de resolver las controversias en materia electoral, establecido por el artículo 116, fracción IV, inciso c), de la Constitución Federal, deben acatarse las reglas específicas, previstas en la fracción III de esa norma suprema, para hacer efectiva la independencia judicial en la administración de justicia local, que las leyes tanto federales como locales deben garantizar conforme al mandato del artículo 17 de la Carta Magna, entre las que se encuentra la relativa a la estabilidad o seguridad en el ejercicio del cargo de los Magistrados de los Tribunales que integran los Poderes Judiciales Locales, como lo es el Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de Jalisco, y que supone, conforme a los criterios jurisprudenciales a que con anterioridad se ha hecho referencia, lo siguiente: a) La determinación en la Constitución Local del tiempo de duración en el ejercicio del cargo de Magistrado; b) La posibilidad de ratificación de los Magistrados al término del periodo del ejercicio del cargo, cuando demuestren suficientemente poseer los atributos que se les reconocieron al habérseles designado, así como que esa demostración se realizó a través del trabajo cotidiano, desahogado de manera pronta, completa e imparcial, como expresión de diligencia, excelencia profesional y honestidad invulnerable, lo que implica la necesidad de que se emitan dictámenes de evaluación de su actuación por los Poderes Judicial, Ejecutivo y Legislativo que concurren en la ratificación y vigilancia en el desempeño de la función; y c) La inamovilidad judicial para los Magistrados que hayan sido ratificados en sus puestos, que sólo podrán ser removidos en los términos que determinen las Constituciones y las Leyes de Responsabilidades de los Servidores Públicos de los Estados.
No obstante lo anterior, a través de las reformas a las normas legales que se impugnan, que inicialmente contemplaban un sistema a través del cual los Magistrados del Tribunal Electoral durarían en el ejercicio de su encargo cuatro años, al término de los cuáles podrían ser reelectos, continuando en sus funciones cuatro años más, durante los cuales sólo podrían ser privados de su empleo en los términos que establecieran la Constitución y las leyes en materia de responsabilidades de los servidores públicos, se reformó el sistema anterior para establecer que los referidos Magistrados durarán en el ejercicio de su encargo cuatro años, durante los cuales no podrán ser privados de su empleo, salvo los casos establecidos en la Constitución en materia de responsabilidades de los servidores públicos, así como que al término de su gestión, los Magistrados electorales no podrán ser reelectos para el periodo inmediato, sino una vez pasado éste serán elegibles sujetándose al procedimiento previsto en la ley.
Así, las disposiciones legales impugnadas violan la garantía de independencia judicial consagrada en los artículos 17 y 116, fracciones III y IV, inciso c), de la Constitución Federal, en cuanto se apartan de una de las reglas previstas para hacer efectiva la garantía aludida, a saber, la relativa a la estabilidad o seguridad en el ejercicio del cargo de los Magistrados de los Tribunales que integren los Poderes Judiciales Locales, como lo es el Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de Jalisco, y que supone, según se ha determinado jurisprudencialmente por este Órgano Colegiado, además de la determinación en la Constitución Local del tiempo de duración en el ejercicio del cargo, el establecimiento de la posibilidad de ratificación de los Magistrados al término del periodo del ejercicio del cargo, como presupuestos para obtener la inamobilidad.

Al resultar las normas generales impugnadas, en el aspecto precisado, contrarias al principio de independencia judicial en la administración de justicia local, consagrado en los artículos 17 y 116, fracciones III y IV, inciso c), de la Constitución Federal, resulta procedente declarar su invalidez en ese aspecto.

Ahora bien, para establecer los efectos que deben darse a la presente resolución, resulta pertinente tener presente lo siguiente:

La determinación de los efectos aludidos guarda relación estrecha con los principios expresamente consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de supremacía constitucional, federalismo y defensa del respeto a dicha Constitución por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tribunal Constitucional de carácter terminal que  cuenta con los medios coercitivos idóneos para lograr el acatamiento de sus resoluciones como elemento indispensable para salvaguardar el estado de derecho y, con ello, el mantenimiento del orden público.

El artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos previene: “Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones y Leyes de los Estados”.

El artículo 40 de la propia Carta Fundamental dispone:  “Es voluntad del pueblo mexicano, constituirse en una República representativa, democrática y federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, pero unidos en una Federación, según los principios de esta Ley Fundamental.
El artículo 41 de la misma Carta Magna, en su parte inicial, establece: “El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos y por los de los Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos en la presente Constitución Federal y las particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal”.

De los preceptos transcritos se sigue con especial claridad que propio del sistema político mexicano es el federalismo, que radica esencialmente en que los Estados que integran la Unión, son libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior pero sobre la base de que esta Unión en una Federación se sustenta en los principios consignados en la Ley Fundamental, entre ellos el de supremacía constitucional consistente en que al ejercer la soberanía por los Poderes de la Unión y de los Estados debe hacerse “en los términos respectivamente establecidos en la Constitución Federal y en las de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal”.
Esto significa que el federalismo y supremacía constitucional se complementan, de tal manera que no podría hablarse de un federalismo que se encontrara al margen, menos en pugna con la Constitución.

De lo anterior se sigue que los Estados, al ejercer su soberanía, pueden incurrir en violación a la Constitución Federal, lo que exige medios de control para salvaguardar el orden previsto en ella.

El artículo 105 de este ordenamiento  previene en su fracción II, uno de ellos: la acción de inconstitucionalidad; señala como responsable de la decisión en conflicto de este tipo, a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Se dice expresamente: “La Suprema Corte de  Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la Ley Reglamentaria, de los asuntos siguientes:   …II De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.
En el párrafo final del precepto se expresa:  “En caso de incumplimiento de las resoluciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo se aplicarán, en lo conducente, los procedimientos establecidos en los dos primeros párrafos de la fracción XVI del artículo 107 de esta Constitución”.  Que en lo conducente este precepto establece:

“…dicha autoridad será inmediatamente separada de su cargo y consignado al Juez de Distrito que corresponda…”
Por otro lado, los artículos 41, fracción IV y 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional, señalan lo siguiente:

“ARTICULO 41.- Las sentencias deberán contener:… IV: Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada”.

“ARTICULO 73.- Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de este ley”.
Así, las sentencias dictadas en acciones de inconstitucionalidad se regirán por lo dispuesto entre otros, por el artículo 41 transcrito, el cual, en su fracción IV obliga a este Tribunal Pleno a establecer los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda.

Ahora bien, dado que los artículos 69, párrafos quinto y sexto, de la Constitución y 78 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,  ambas del Estado de Jalisco, reformados por Decreto publicado en el Periódico Oficial de la entidad de diecisiete de julio del dos mil uno, así como el artículo cuarto transitorio de este Decreto, se consideran violatorios del principio de independencia judicial en la administración de justicia local, consagrado en los artículos 17 y 116, fracciones III y IV, inciso c), de la Constitución General de la República, en cuanto se apartan de una de las reglas previstas para hacer efectivo el principio aludido, a saber, la relativa a la estabilidad o seguridad en el ejercicio del cargo de los Magistrados de los Tribunales que integren los Poderes Judiciales locales, como lo es el Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de Jalisco, y que supone, según se ha determinado jurisprudencialmente por este Órgano Colegiado, además de la determinación en la Constitución Local del tiempo de duración en el ejercicio del cargo, el establecimiento de la posibilidad de ratificación de los Magistrados al término del periodo del ejercicio del cargo, como presupuestos para obtener la inamovilidad, los efectos de la presente resolución deben ser los de invalidar las normas legales impugnadas en cuanto se apartan de la regla referida en contravención al principio de independencia judicial, precisándose que la declaración de invalidez surtirá efectos a partir de la publicación del presente fallo en el Diario Oficial de la Federación, así como que quedan a salvo las facultades del Poder Reformador y de Legislador ordinario del Estado de Jalisco para que ajusten su Constitución y leyes en los  términos establecidos en esta resolución, para el debido respeto a la regla relativa a la estabilidad o seguridad en el ejercicio del cargo de los Magistrados de los tribunales que integren los Poderes Judiciales Locales, como lo es el Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de Jalisco, en el entendido que mientras ocurre lo anterior, la solución o decisión de los asuntos correspondientes deberá hacerse aplicando el criterio establecido en el artículo 116, fracciones III y IV, inciso c), de la Constitución Federal, en los términos que ya han quedado claramente precisados por este Tribunal Pleno, en esta ejecutoria.
IV.-
En este sentido la iniciativa de reforma que se presenta, no solo resulta necesaria, sino mas aún, obligatoria a efecto de dar cumplimiento a la sentencia ya expresada.

V.-
En este orden de ideas se propone a la Asamblea, que la presente iniciativa, sea turnada a las Comisiones de Justicia y de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, a efecto de ser analizada, discutida y aprobada mediante un proyecto de dictamen, que será sujeto a notificación al Poder Judicial del Estado, por ser asunto relativo a este Poder y ya que así lo contempla el artículo 29, segundo párrafo de la Constitución Política de esta Entidad Federativa.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, los diputados integrantes de las Comisiones de Justicia y de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, con fundamento en los artículos 28 fracción I, de la Constitución Política y 85, 86 y 89 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, sometemos a la Asamblea, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTICULOS 69 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO, 78 DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO Y DEROGA EL ARTICULO CUARTO TRANSITORIO DEL DECRETO 19117 APROBADO POR EL CONGRESO DEL ESTADO EL DIA 25 DE JUNIO DEL 2001.
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